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La Secretaría de H.elaciones Exteriores y la 
Procuraduría General de la República han protestado y 
tildado de inad1nisible la práctica nortearnericana de 
otorgar a gobiernos con los que tnantienen nexos 
diplotnáticos, certificados de buena conducta en la lucha 
co11tra las ·drogas. La próxitna semana, el 1 o. de marzo, 
la Casa Blanca expedirá los documentos respectivos, y si 
bien no se duda que México recibirá el suyo sin 
problema alguno, se ha objetado la actitud tnisma, que 
convierte al de Washington en un supergobierno (o hace 
clara esa condición real), capaz de sujetar el 
comportmniento de otros Estados a exatnen y 
calificación. 

l)ebido a la precaria posición en que se halla el 
Presidente Ernesto Satnper, acusado por la FiscaJia 
General de la Nación por cuatro delitos ·derivados del 
presunto narcofinancimniento a su campafta electoral, es 
posible que el gobierno de Colon1bia sea reprobado, o 
descertificado, con1o se dice en lengua bárbara. En 
cambio, la veloz y oportuna entrega de Juan García 
Abrego a la justicia nortemnericana, contará 
favorablen1ente a la hora en que sea juzgada la situación 
n1exicana relacionada con las drogas. 
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Es justa la posición tncxicana, en cuanto significa 
defensa de una dignidad nacional ofendida por 
intrornisiones insoportables. Debe ser matizada, sin 
en1bargo, considerando la naturaleza internacional de] 
tráfico de drogas, que demanda una colaboración 
igualmente transfronteriza para enfrentar el deJito. 
Siendo variada, y costosa, la contribución 
norteatnericana al COJllbate a) COl11erCÍO OC 
estupefacientes en México, se con1prende también que 
Estados Unidos juzgue norn1al que si se le aceptan 
recursos materiales e inforn1ación de inteligencia en esa 
Jnateria, haya una contrapartida, consistente en 
sotneterse a examen, unilateral y sin derecho de 
audiencia. 

Se hace notar, también con justeza, que la actitud 
guben1runental nortemnericana raya en la hipocresía, 
pues busca la Pé\ja en el ojo ajeno sin ·percatarse de que 
en el propio tiene una viga. Pero ya en el terreno de la 
n1oralidad, debe sefialarse que hay doblez en los ánimos 
oficiales mexicanos que se desgarran las vestiduras por 
la injerencia nortcan1ericana en lo tocante al 
narcotráfico, mientras que guardan silencio o, peor aún, 
acatan con mansedun1bre otras certificaciones. 

Por ejemplo, el Departan1ento de Estado prepara 
anualn1ente un inforn1e sobre los derechos hun1anos en 
todo el n1undo, y fonnula observaciones cuando detecta 
incumpJirniento. Para la preparación de ese exan1en 
anual, enviados de Ja cancillería norteatnericana realizan 
investigaciones en cada país. Y tatnbién Jo hacen en 
casos específicos, con1o en el conflicto tabasqueño. Un 
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representante del J)epartmnento de Estado viajó a 
Villahern1osa para acercarse al desenvolvitnicnt.o del 
litigio entre chontales y otros perredistas con Pcmcx y el 
gobierno local. 

Más grave y trascendente es, sin embargo, la 
certificación econó1nica a que aceptó son1eterse hace un 
afío el gobierno tnexicano y respecto de la cual nadie 
chista. Nadie en el gobierno, por lo n1enos. En efecto, 
cuando el primero de febrero de 1995 se concretó la 
asistencia financiera de la Casa Blanca a la 
adn1inistración del Presidente Zedillo, la delegación 
n1exicana en las negociaciones en Washington adn1itió 
que ese fortalecido acreedor tnonitoreara el n1anejo de la 
econon1ía Periódican1ente, para ese efecto, la Secretaría 
de ~acienda presenta al ~epartatnento de Estado un 
infonne análogo al que debe recibir el Congreso 
mexicano, donde se pone especial énfasis en dar cuenta 
de cómo se cutnplen las condiciones in1plicadas en eJ 
crédito que dio unos tneses de aliento a la desfalleciente 
econotnía gu bernan1ental. 

De tien1po atrás 1\1éxico ha ten~ que sujetarse a 
certificaciones financieras practic~s por el Fondo 
Monetario Internacional. Cada crisis can1bia.ria~ que 
cíclican1et1te se han abatido sobre los tnexicanos, ha 
supuesto la adn1isión de condiciones expresadas en una 
carta de intención, cuyo non1bre sugiere la expresión de 
voluntad del país acreditado, pero que es en realidad un 
contrato de adhesión fonnulado en Washington, y que se 
pone a la firma del gobierno tnexicano junto con el 
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rigidísitno dilen1a de to.rnarJo o dejarlo. Y las autoridades 
financieras mexicanas invari<unente la han ton1ado. 

La certificación econó1nica a que se sujeta el 
gobierno de México in1plica consecuencias de mayor 
importancia que la referida a la lucha contra las drogas o 
al respeto a los derechos hun1anos. En ú1tin1o térn1ino, el 
escrutinio extranjero en esa n1ateria in1plica con1probar 
si se cutnple la ley, lo que es sie1npre saludable aunque 
se haga por presiones externas. Pero en tratándose de la 
certificación cconón1ica, hay consecuencias prácticas 
indeseables, pues se fuerza el acatan1iento a políticas que 
responden a intereses distintos de los propios de la 
sociedad n1exicana. La soberanía que se juzga Iastin1ada 
por la narcocertificación, a expedirse la sen1ana 
próxitna, ha quedado anulada en 1nateria financiera, con 
graves quebrantos para la población en general, pues se 
gobierna para el beneficio ajeno y no para el bienestar de 
las fmnilias, con1o lo ofi·eció el hoy Presidente Zedillo. 

El culto al superávit fiscal , la decisión de sacrificarlo 
todo en el cotnbate a la in11ación, la venta del patritnonio 
nacional por la vía de las privatizaciones (y sus secuelas 
de etnpobreciJniento, desetnpleo y frustración), son 
algunos de los rasgos de esa política itnpuesta desde 
fuera (aunque admitida con entusiasn1o dog1nático por 
los responsables de la econon1fa en México). Sin 
in1portar que cada día se con1pruebe la ineficacia de esa 
política, que fracasa no sólo por causas estacionales sino 
porque está infectada de avaricia, el gobierno tiene que 
practicar1a, para que el Departamento del Tesoro (o el 
Capitolio) no lo descerti.fiquen. 
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ien que se proteste contra la injerencia externa 

en el manejo de la lucha contra las drogas, aunque 
Estados U nidos tiene derecho a saber cómo se 
utiliza su asistencia en esa materia: pero se pasa 
por alto la pérdida de la soberanía financiera. 

LA SECRETAIÚA DE RELACIONES EXTERIORES y LA 
Procuraduría General de la República han 
protestado por, y tildado de inadmisible, la 
práctica norteamericana de otorgar a go
biernos con los que mantienen nexos diplo
máticos, certificados de buena conducta en 
la lucha contra las drogas. La próxima sema
na, el primero de marzo, la Casa Blanca ex
pedirá los documentos respectivos, y si bien 
no se duda que México recibirá el suyo sin 
problema alguno, se ha objetado la actitud 
misma, que convierte al de Washington en un 
supergobierno (o hace clara esa condición re
al), capaz de sujetar el comportamiento de 
otros Estados a examen y calificación. 

Debido a la precaria posición en que se 
halla el presidente Ernesto Samper, acusa
.do por la Fiscalía General de la Nación por 
cuatro delitos derivados del presunto narco
financiamiento a su campaña electoral, es 
posible.que el gobierno de Colombia sea re
probado, o descertificado, como se dice en 
lengua bárbara. En cambio,la veloz y opor
tuna entrega de Juan GarcíaAbrego ala jus
ticia norteamericana, contará favorable
mente a la hora en que sea juzgada la situa
ción mexicana relacionada con las drogas. 

Es justa la posición mexicana, en cuanto 
significa defensa de una dignidad nacional 
ofendida por intromisiones insoportables. 
Debe ser matizada, sin embargo, conside
rando la naturaleza internacional del tráfi
co de drogas, que demanda una colabora
ción igualmente transfronteriza para en
frentar el delito. Siendo variada, y costosa, 
la contribución norteamericana al combate 
al comercio de estupefacientes en México, 
se comprende bien que_Estados Unidos juz
gue normal que si se le aceptan recursos 

1 materiales e información de inteligencia en 
esa materia, haya una contrapartida, con
sistente en someter a sus socios a examen, 
unilateral y sin derecho de audiencia. 

Se hace notar, también con justeza, que 
la actitud gubernamental norteamericana 
raya en la hipocresía, pues busca la paja en 
el ojo ajeno sin percatarse de que en el pro
pio tiene una viga. Pero si nos instalamos en 
el terreno de la moralidad, debe señalarse 

e hav doblez en los ánimos oficiales me-

xicanos que se desgarran las vestiduras por 
la injerencia norteamericana en lo tocante 
al narcotráfico, mientras que guardan silen
cio o, peor aún, acatan con mansedumbre 
otras certificaciones. 

Por ejemplo, el Departamento de Estado 
prepara anualmente un informe sobre los 
derechos humanos en todo el mundo, y for
mula observaciones cuando detecta incum~ 
plimiento de las reglas que rigen su obser
vancia. Para la preparación de ese examen 
anual, enviados de la cancillería norteame
ricana realizan investigaciones en cada 
país. Y también lo hacen en casos específi
cos, como en el conflicto tabasqueño. Un re
presentante del Departamento de Estado 
viajó a Villahermosa la semana pasada, pa
ra acercarse al desenvolvimiento del litigio 
entre chontales y otros perredistas con Pe
mex y el gobierno local. 

Más grave y trascendente es, sin embar
go, la certificación económica a que aceptó 
someterse hace un año el gobierno mexica
no y respecto de la cual nadie chista. Nadie 
en el gobierno, por lo menos. En efecto, 
cuando el primero de febrero de 1995 se 
concretó la asistencia financiera de la Casa 
Blanca a la administración del presidente 
Zedillo,la delegación mexicana en las nego-

Cuando, hace un año, el 
presidente Zedillo recibió 
el apoyo de la Casa Blanca 
para resolver la crisis 
financiera declarada en 
diciembre anterior, sus 
negociadores admitieron 
que Washington monitoreara 
la economía mexicana e 
informara p~riódicamente 
sobre su marcha 

ciaciones en Washington admitió que ese 
fortalecido acreedor monitoreara el mane
jo de la economía deudora. Periódicamente, 
para ese efecto, la Secretaría de Hacienda 
presenta al Departamento del Tesoro un in
forme análogo al que debe recibir el Congre
so mexicano, pero en aquel caso se pone es
pecial énfasis en dar cuenta de cómo se cum
plen las condiciones implicadas en el créditc 
que dio unos meses de aliento a la desfalle
ciente economía gubernamental. 

De tiempo atrás, México ha tenido que su
jetarse a certificaciones financieras practi
cadas por el Fondo Monetario Internacional. 
Cada crisis cambiarla, que cíclicamente se 
han abatido sobre los mexicanos, ha supues
to la admisión de condiciones expresadas en 
una carta de intención, cuyo nombre es en
gañoso, pues sugiere que el país acreditado 
expresa su voluntad de actuar en cierta di
rección, pero que es en realidad un contra
to de adhesión formulado en Washington, y 
que se abre a la firma del gobierno mexica
no junto con el rigidísimo dilema de tomarlo 
o dejarlo. Y las autoridades financieras me
xicanas invariablemente lo han tomado. 

La certificación económica a que se suje
ta el gobierno de México implica consecuen
cias de mayor importancia que la referida a 
la lucha contra las drogas o al respeto a los 
derechos humanos. En último término, el 
escrutinio extranjero en esas materias im
plica comprobar si se cumple la ley, lo que 
es siempre saludable aunque se haga por 
presiones externas. Pero en tratándose de la 
certificación económica, hay consecuencias 
prácticas indeseables, pues se fuerza el aca
tamiento a políticas que responden a intere
ses distintos de los propios de la sociedad 
mexicana. La soberanía que se juzga lasti
mada por la narcocertificación, a expedirse 
la semana próxima, ha quedado anulada en 
materia financiera, con graves quebrantos 
para la población en general, pues se gobier
na para el beneficio ajeno y no para el bie
nestar de las familias, como lo ofreció el hoy 
presidente Zedillo. 

El culto al superávit fiscal, la decisión de 
sacrificarlo todo en el combate a la inflación, 
la venta del patrimonio nacional por la vía 
de las privatizaciones (y sus secuelas de em
pobrecimiento, desempleo y frustración) , 
son algunos de los rasgos de esa política im
puesta desde fuera (aunque admitida con 
entusiasmo dogmático por los responsables 
de la economía en México). Sin importar qu~ 
cada día se compruebe la ineficacia de esa 
política, que fracasa no sólo por causas es~1 

tacionales sino porque está infectada d 
avaricia, el gobierno tiene que practicarla~ 
para que el Departamento del Tesoro (o e~ 
Ca itolio) no lo descertifi en. 1 


